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Magistrado Ponente: Dr. PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
Radicación No. 08001 11 02 000 2007 00429 01
Discutido y aprobado en Acta No. 10 de la misma fecha. 
REF.: DISCIPLINARIO CONTRA  ARNEDYS JOSÉ PAYARES PÉREZ, JUEZ SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE MAGANGUÉ – BOLÍVAR.
VISTOS
Aceptado el impedimento
 presentado por el Magistrado JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ, procede la Sala a desatar el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia emitida el día 9 de agosto de 2010 por medio de la cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de Descongestión del Consejo Seccional de la Judicatura de Atlántico
, impuso sanción de suspensión por el lapso de doce meses en el ejercicio del cargo, e inhabilidad para ejercer cargos públicos por el mismo término, al doctor ARNEDYS JOSÉ PAYARES PÉREZ, en su calidad de Juez Segundo Civil del Circuito de Magangué – Bolívar, por transgredir el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 6.1, 8 y 37 del Decreto 2591 de 1991, el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, y el artículo 86 de la Constitución Política.

LA QUEJA

El señor Augusto Moreno Barriga, en calidad de Gerente General de la Caja Nacional de Previsión Social, el día 14 de junio de 2007, presentó queja ante la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar, en contra del Juez Segundo Civil del Circuito de Magangué – Bolívar, por cuanto éste, admitió y tramitó una acción de tutela, emitiendo fallo el día 6 de octubre de 2006, a través del cual ordenó a la entidad que representa, preferir actos administrativos reconociendo a 89 accionantes la pensión gracia, y proceder al pago de todos los factores salariales, retroactividad, reajustes e indexación.

Sostuvo el accionante que el funcionario desconoció principios tales como que la acción de tutela sólo procede como mecanismo transitorio, cuando para conseguirse lo pretendido existen otros mecanismos y los accionantes se encuentran frente a un perjuicio irremediable, lo cual no fue alegado ni acreditado, además ninguno de los demandantes tenían derecho a la pensión gracia reconocida por vía de tutela (fls. 1 a 12, c. o.).

Con la queja anexó fotocopia del fallo dictado en la acción de tutela mencionada, y de sentencias emitidas por la Corte Constitucional, referidas a la improcedencia de tutelas referidas a la concesión de pensiones, en las que se han revocado fallos por cuanto los jueces se han abrogado competencias de la jurisdicción ordinaria (fls. 15 a 122, c. o.).

ACTUACIÓN PROCESAL

1.  La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar, con fundamento en la documental aportada por la entidad quejosa, a través de proveído adiado 27 de agosto de 2007, decidió ABRIR INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA en contra del doctor ARNEDYS JOSÉ PAYARES PÉREZ, en su condición de Juez Segundo Civil del Circuito de Magangué – Bolívar (fl. 126, c. o.), y se decretaron y practicaron las siguientes pruebas:

1.1 La Secretaria General del Tribunal Superior de Cartagena, remitió documentación que acredita la calidad de funcionario del doctor PAYARES PÉREZ. La Procuraduría General de la Nación, certificó que al 17 de septiembre de 2007, el  inculpado, carecía de antecedentes disciplinarios (fls. 135 a 137 y 142, c. o.)

1.2. Notificado el doctor PAYARES PÉREZ del auto de apertura de investigación, presentó un escrito a través del cual rindió descargos. En síntesis sostuvo, que si bien por regla general la acción de tutela no procedía para el reconocimiento de pensiones, la Corte Constitucional había establecido que es posible cuando los mecanismos ordinarios no son idóneos por ser a largo plazo, y están de por medio derechos fundamentales como la vida, la dignidad humana y la integridad física de personas de la tercera edad.

Afirmó que en la acción de tutela que tramitó y fallo, se verificó que los accionantes cumplían con los requisitos para acceder a la pensión gracia, y que todos contaban con más de 50 años de edad, de ahí que la inconformidad de la entidad quejosa, sólo quedaba reducida a un problema de interpretación, y siendo que el artículo 53 de la Constitución Nacional prevé que en caso de duda en la aplicación e interpretación de disposiciones laborales, se debe preferir aquella que resulte más favorable al trabajador, si bien pudo equivocarse en la decisión tomada, ello no era reprochable en razón de la falibilidad  de los juicios que emiten la administración de justicia.

De todas maneras, dijo el inculpado, debía observarse que CAJANAL, una vez se le notificó de la acción de tutela, no rindió informe alguno ni presentó oposición a las pretensiones de los accionantes, y fuera de ello no impugnó la decisión, luego, tal omisión ahora pretendía justificarla haciendo juicios de responsabilidad contra los jueces que no hacen otra cosa que aplicar la ley y la Constitución.

Finalmente sostuvo el disciplinable, que también debía tenerse en cuenta que su fallo estuvo ajustado a la legalidad, al punto que la tutela no fue escogida para ser revisada por la Corte Constitucional, luego lo querido por CAJANAL era imponer su particular punto de vista en torno a la aplicación e interpretación de las normas que regulan la pensión gracia de los docentes (fls. 143 a 149, c. o.).

1.3. El Juzgado Segundo Civil del Circuito de Magangué, remitió el original del expediente que contiene la acción de tutela interpuesta por ROSA INÉS OTÁLORA DE CONTRERAS y OTROS, contra CAJANAL, por lo que se tomaron fotocopias de las piezas procesales más relevantes, entre ellas:

1.3.1. De la demanda (fls. 1 a 10, cuad. anexo 1)

1.3.2. Del auto admisorio de la demanda, de fecha 21 de septiembre de 2006 (fls. 12 a 14, cuad. anexo 1).

1.3.3. De los oficios de notificación a la accionada, con nota de recibido (fls. 19 y 20, cuad. anexo 1)

1.3.4. De fallo emitido el día 6 de octubre de 2006 (fls. 79 a 128, anexo 1).

1.3.5. De la constancia de la Secretaría General de la Corte Constitucional, de fecha 21 de marzo de 2007, sobre la exclusión de la acción para ser revisada (fl. 134, cuad. anexo 1).

1.3.6. De la providencia de fecha 17 de noviembre de 2006, por la cual el funcionario encartado falló el incidente promovido por los accionantes, a través del cual se declaró en desacato al Gerente de CAJANAL, y se le sancionó con arresto de 10 días y multa equivalente a 20 salarios mínimos mensuales vigentes (fls. 43 a 50, cuad. anexo 3).

1.3.7. De la providencia emitida el día 18 de julio de 2007, por la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Cartagena, por la cual se confirmó el fallo emitido dentro del incidente de desacato (fls. 3 a 8, cuad. anexo 2).

2.  En providencia que data del 5 de octubre de 2009, el Juez colegiado a quo resolvió con fundamento en el acervo probatorio recaudado hasta ese momento, formular PLIEGO DE CARGOS contra el doctor ARNEDYS JOSÉ PAYARES PÉREZ, por la presunta violación del deber previsto en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, por desconocer la procedibilidad de la acción de tutela prevista en el artículo 86 de la Constitución Nacional, reglamentado por el Decreto 2591 de 1991, que indica en su artículo 8º, que cuando existan otros mecanismos de protección judicial, sólo opera como mecanismo transitorio, pues el sólo hecho de que los accionantes fueran de la tercera edad, como se precisó en la sentencia cuestionada, no era indicativo de que estaban en situación del vulnerabilidad e indefensión, debiéndose demostrar sumariamente que no poseían lo necesario para solventar sus necesidades básicas, sin que nada de ello se observara en la demanda de tutela.

De igual manera desconoció el disciplinable, dijo la Sala a quo, la jurisprudencia constitucional  que señala que las acciones de tutela dirigidas a obtener el reconocimiento de derechos relacionados con el sistema de seguridad social, esto es, pensiones, pensiones gracia, de sobreviviente, prestaciones económicas o asistenciales, es necesario que el peticionario acuda al juez natural, es decir el laboral, quien es el idóneo para  establecer si se tiene el derecho deprecado, 

Igualmente desconoció el Juez encartado, que mediante acciones de tutela no se puede ordenar la expedición de actos administrativos de reconocimiento de pensiones gracia, siendo lo correcto disponer se diera respuesta oportuna a las pretensiones, independientemente de lo decidido, pues así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional.

También, dijo el a quo, el disciplinable presuntamente vulneró el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, en armonía con el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, por cuanto todos los números de las cédulas de ciudadanía de los accionantes, son de diferentes partes del país, y ninguno de Magangué o Bolívar, ni prestaban sus servicios como docentes en el citado departamento o en la Región Caribe, luego como la supuesta vulneración lo fue en la ciudad de Bogotá, donde además CAJANAL profirió los actos administrativos que negaban las pensiones gracia, y donde el abogado que impetró la acción recibe notificaciones, se deduce que no tenía competencia para conocer de la acción.

En conclusión dijo la Sala a quo, para fundamentar la imputación la decisión de formular cargos:

“En consecuencia, al ordenar el doctor ARNEDYS JOSÉ PAYARES PÉREZ, en su condición de Juez Segundo Civil del Circuito de Magangué, Bolívar, a CAJANAL mediante sentencia de 6 de octubre de 2006 dentro de la acción de tutela 2006-031 se profiriera actos administrativos reconociendo pensión gracia y otras prestaciones económicas, desconoció los precedentes constitucionales, y el factor de competencia territorial por cuanto dio trámite a una acción de tutela que por el factor territorial no era de su competencia lo que lo hace incurso en el desconocimiento de los deberes consagrados en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996.”

En cuanto  a la calificación de la falta y forma de culpabilidad, dijo el Juez colegiado de primera instancia, que teniendo en cuenta los criterios plasmados en los artículos 43 y 50 de la Ley 734 de 2002, la falta se calificaba provisionalmente como grave dolosa, dada la jerarquía del servidor público investigado, la naturaleza esencial del servicio de administrar justicia, su perturbación; y que a pesar del conocimiento de sus deberes los desconoció. (fls. 253 a 258, c. o.).

3. Notificado de la anterior providencia, el doctor PAYARES PÉREZ, presentó escrito en el cual rindió descargos, en el que en primer lugar sostuvo que a la acción de tutela originante de las presentes diligencias, le imprimió el trámite legal previsto en la normatividad legal, haciendo para el efecto un resumen de las actuaciones que se surtieron hasta que la Corte Constitucional decidió no revisar el fallo, es decir respetó todas garantías procesales de la entidad accionada.

Afirmó que cuando la Corte Constitucional decide no revisar un fallo de tutela, ello ocurre después de haberlo estudiado, pues la revisión de los fallos “no se hace a tientas o ciegas”,  luego, cualquier denuncia o queja contra el mismo, más que improcedente es temeraria. Ahora bien, si el Gerente de Cajanal no compartía la sentencia de amparo, debió impugnarla en su oportunidad, con los argumentos que estimara pertinentes, y no llevar a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria cuestionamientos que debió alegar y ventilar en el curso de la acción, en su afán de evitar sus efectos.

Observó el doctor PAYARES PÉREZ, que desnaturalizar un fallo constitucional, al permitirle a los accionados faltar a sus compromisos, acudiendo fácilmente a denunciar a los funcionarios judiciales, era un intento tardío para revertir las cosas en su favor, desfigurando en perjuicio del juez y de la juridicidad, el verdadero papel que deben cumplir las partes frente a la instrucción procesal; además se dejaría sin fuerza vinculante al artículo 230 de la Constitución Nacional, que indica que los jueces en sus providencias sólo están sometidos al imperio de la ley, por lo que incluso los superiores funcionales no pueden sugerir o demarcar el rumbo de las decisiones. 

En cuanto a que la tutela no procede por regla general para obtener el reconocimiento de una pensión, sostuvo el disciplinable, que los principios y valores que rigen esta acción, indican que no pueden haber criterios rígidos y cerrados que agoten de una vez y para siempre las controversias que se susciten sobre determinado tema, luego, debía tenerse en cuenta que la misma Corte ha reconocido pensiones por esta vía a personas de la tercera edad, pues éstas requieren de una protección especial, de tal manera que pueden haber muchas interpretaciones a favor y en contra, como en efecto las hay en un Estado Social de Derecho, y por ello la decisión que tomó, per se, no puede erigirse como falta disciplinaria, a menos que abierta y arbitrariamente y sin ningún soporte probatorio la hubiere tomado, lo cual no ocurrió en el sub lite.

Por lo que toca al hecho de haber asumido el conocimiento de la acción, no obstante que de los poderes y lo hechos que soportaron la acción ocurrieron en departamentos distintos a Bolívar, era claro que la falta de competencia por factor territorial es una causal de nulidad que se sanea cuando la parte convocada al proceso no la alega, tal como lo establece el artículo 144.5 del Código de Procedimiento Civil, al cual se acude por la integración normativa prevista en el art. 4º del Decreto 306 de 1992, entonces, como CAJANAL no lo hizo una vez notificada de la acción, la competencia quedó radicada en su Despacho, a más que la acción de amparo debe ser resuelta con celeridad y las disposiciones previstas en el Decreto 1382 son apenas reglas de reparto y no de competencia, como lo ha sostenido la Corte Constitucional (fls. 269 a 275, c. o.).

4. Como quiera que el disciplinable no deprecó practicar pruebas, la Sala a quo por auto de data 24 de febrero de 2010, decidió correr traslado para alegar de conclusión, y al Agente del Ministerio público para que, si era su deseo, emitiera concepto es estas diligencias, lo cual no hizo, a pesar de habérsele librado oficio para notificarlo del citado traslado (fls. 283 y 284, c. o.).

4.1. Por su parte, el doctor PAYARES PÉREZ, presentó escrito, en el cual luego de reiterar los argumentos que plasmó al momento de rendir descargos, solicitó se le absolviera de toda responsabilidad, bajo el entendido de que los hechos imputados correspondían al libre ejercicio del sagrado deber de interpretar la ley, en cada caso en concreto, de manera autónoma y razonable,  lo que no se constituye en falta disciplinaria.

Agregó, que CAJANAL mostraba un bajo índice de gestión, aunado a la creciente burocratización y desgreño administrativo, y corrupción reinante en su interior, lo cual le había impedido manejar en forma eficiente y adecuada la carga prestacional a su cargo, en particular el reconocimiento y pago de pensiones a sus afiliados, lo cual desembocó, como era de esperarse, en una avalancha de tutelas en su contra, que a la postre se han convertido en letra muerta, como quiera que la entidad no cuenta con la voluntad ni los recursos para atenderlos.

Finalmente observó, que incluso esta Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, con ponencia del Magistrado JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO, en sentencia de tutela de fecha 3 de diciembre de 2009, dictada dentro del radicado 2009-06371 -cuya copia adjuntó fls. 294 a 308-, le dio la razón, al ordenar a tal entidad, que en un término de 48 horas procediera a dar cumplimiento a otro fallo de tutela que en igual sentido al que ahora se le reprocha, dictó el 11 de diciembre de 2006 en contra de CAJANAL (fls. 286 a 293).

5.  En virtud del Acuerdo PSAA10-6474 del 15 de febrero de 2010, expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y el artículo 16 de la Ley 1285 de 2009, el expediente fue remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de Descongestión del Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico, para efectos de la emisión del respectivo fallo, por lo que el asunto fue avocado por la citada Sala de Descongestión, por auto de data 15 de julio de 2010 (fl.319).

LA SENTENCIA APELADA

El 9 de agosto de 2010, la Sala de primera instancia produjo sentencia disciplinaria en contra del Juez Segundo Civil del Circuito de Magangué, doctor ARNEDYS JOSÉ PAYARES PÉREZ, al encontrarlo infractor del deber establecido en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, por infringir de manera directa el Decreto 2591 de 1991, específicamente sus artículos 6.1, 8 y 37, el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, y el artículo 86 de la Constitución Nacional.

La Sala a quo, luego de hacer un análisis de la actuación procesal y del acervo probatorio, sostuvo que el funcionario encartado, al tomar la decisión de reconocer acreencias pensionales, involucró elementos de valoración probatoria e interpretación normativa que debe hacerse a través de procesos ordinarios ante la jurisdicción laboral o contenciosa administrativa, máxime que en el caso en particular no hubo respaldo probatorio del que pudiera inferirse que podía dársele trámite a la tutela por la existencia de un perjuicio irremediable, luego, como los accionantes contaban con otros mecanismos judiciales, el encartado generó su desplazamiento, usurpando entonces competencias ordinarias con graves consecuencias económicas para el erario público.

Sostuvo la Sala a quo, que el inculpado al darle trámite a la demanda, desconoció la regulación del test de procedibilidad, es decir verificar el cumplimiento de los principios de inmediatez, subsidiaridad y de territorialidad, que de haberlo hecho, se hubiera dado cuenta que a la mayoría de los acciones hacia más de tres años se les había negado por la accionada el reconocimiento de la pensión gracia; es decir la acción de tutela no fue presentada dentro de un término razonable.

Como además a través de la precitada acción de tutela, se estaban cuestionando los actos administrativos que negaron las pensiones, lo procedente era que los accionantes acudieran a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho; máxime que no demostraron la existencia de un perjuicio irremediable que permitiera abordar su estudio.

En cuanto al desconocimiento del factor territorial, dijo la Sala a quo, el funcionario encartado desconoció de manera inexplicable que ninguno de los 89 accionantes no denunciaron como su lugar de residencia o domicilio el de su circuito, sino que por el contrario citaron como su dirección de notificaciones una dirección en Bogotá, al igual que para su apoderado y la entidad demandada. Al respecto se observó, que la Corte Constitucional ha sido enfática, que son competentes para conocer de una acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la petición de amparo.

Por lo anterior, la Sala a quo ordenó en el mismo fallo, compulsar copias para que se investigara disciplinariamente a los abogados de los accionantes, pues no se entendía la razón por la cual teniendo su domicilio profesional en la ciudad de Bogotá, así como la de sus prohijados, se hayan desplazado a presentar la acción al municipio de Magangué – Bolívar.

Finalmente, el Juez colegiado a quo fundó la decisión de sancionar al inculpado con suspensión en el ejercicio del cargo por el lapso de 12 meses e inhabilidad para desempeñar cargos por el mismo tiempo, en que la conducta fue calificada como dolosa, en el entendido de que el encartado conocía las funciones propias de su cargo por haberlo desempeñado por varios años, y sabía los límites para el trámite de la acción de tutela, máxime que con su actuar puso en riesgo el patrimonio de una entidad del Estado en fase de liquidación, pues no era dable ordenar pagos dentro de una acción de esta clase (fls. 320 a 371).
LOS FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN
El disciplinable en un extenso escrito, apeló la anterior decisión, pero básicamente reiteró cada uno de los argumentos defensivos que trajo al momento de rendir descargos,  insistiendo en que sí tenía competencia para conocer de la acción, pues a los jueces con categoría de circuito, les corresponde conocer de las acciones de tutela dirigidas contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional, luego, al ser CAJANAL una de aquellas, adscrita al Ministerio de la Protección Social, era evidente que podía avocar su conocimiento.

En cuanto al factor territorial, para determinarlo se debía acudir a cualquiera de las hipótesis contempladas en el artículo 1 del Decreto 1382, es decir: 1. Que el Juez escogido tenga jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza, o b) Que el Juez la tenga en el lugar en donde se generen los efectos de la acción u omisión que dio lugar a la violación o amenaza a los derechos fundamentales del actor.

En el presente caso, dijo el apelante “la Sala de Descongestión no ha querido ver que en el texto mismo de la demanda de tutela instaurada por ROSA INÉS OTÁLORA DE CONTRERAS y OTROS, se afirma de manera clara, expresa y visible que todos los accionantes, tienen su residencia en la ciudad de Magangué, Bolívar.”, sustentándose la decisión en que los actores les fueron expedidas las cédulas de ciudadanía en ciudades diferentes, cómo si el domicilio o lugar de asiento de las personas estuviere determinado por el lugar en el que se les expidió la cédula. Entonces, como los accionantes afirmaron tener domicilio en Magangué, tenía competencia, aunado a que, como lo sostuvo al descorrer los cargos, cualquier nulidad al respecto quedó saneada por no haber sido alegada por CAJANAL.

Criticó también que se le haya reprochado no poder ordenar por vía de tutela el reconocimiento de pensiones, afirmándose que fue una decisión arbitraria y manifiestamente contraria a la ley, por cuanto los accionantes debieron acudir a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. Al respecto recabó sobre el valor de la revisión de los fallos de tutela por la Corte Constitucional, en el sentido de que cuando una tutela no es revisada, el tema debatido pasa a ser cosa juzgada, lo cual resguarda el principio de la seguridad jurídica, por ello, ni siquiera podía habérsele dictado pliego de cargos por haber dictado una providencia que hizo tránsito a cosa juzgada constitucional, que de no entenderse así, era tanto como revisar lo que la Corte no revisó, lo cual resultaba inaceptable en un Estado Social de Derecho.

Seguidamente, el censor citó una serie de sentencias, dictadas por la Corte Constitucional, en las que se han reconocido derechos pensionales, cuando se trata de personas de la tercera edad, que merecen una protección especial, ello para demostrar que la prohibición que se le enrostró, no es absoluta, y que tildar su decisión como arbitraria e ilegal, es crear una instancia adicional y por encima de la Corte Constitucional, pues ésta era la única que finalmente estaba facultada para señalar su improcedencia, y no los Magistrados de la Sala Disciplinaria que le formularon cargos, quienes de esta forma se extralimitaron en el ejercicio de sus funciones.

En tal sentido, afirmó el doctor  PAYARES PÉREZ, todo el proceso que se le adelantó, se encuentra viciado de nulidad por grave violación a sus derechos fundamentales del debido proceso y defensa, en la medida que, insistió, la Sala a quo se erigió como tribunal por encima de la Corte, al entrar a revisar lo que ésta no revisó. Además el fallo que le impuso la sanción, está incurso en vía de hecho, al cuestionar el sentido de un fallo de tutela dictado dentro del marco de la autonomía que le asiste como Juez constitucional.

Pidió entonces a la Sala ad quem, ser consecuente con la providencia que emitió el 3 de diciembre de 2009, en la que reforzó el compromiso que tenía CAJANAL para darle cumplimiento al fallo de tutela que en un caso similar dictó el 11 de diciembre de 2006; debiéndose entonces revocar la sentencia apelada, pues en éste se ignoraron pruebas tales como que, CAJANAL no se pronunció sobre la acción ni impugnó el fallo, pese a que fue notificada; que no fue revisado por la Corte Constitucional; que existió un fallo de desacato debidamente confirmado por el Tribunal Superior de Cartagena; que incluso el Ministro de la Protección Social ofició al gerente de Cajanal, para que diera inmediato cumplimiento a lo por él ordenado en la sentencia de tutela (fl. 184, cuaderno 3 - incidente de desacato).

Y, se ignoró también, dijo el censor, que el propio Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, al conocer por vía de impugnación de una tutela interpuesta por otro grupo de accionantes, ordenó a CAJANAL dar cumplimiento al fallo por él emitido el día 11 de diciembre de 2006; los principios de cosa juzgada constitucional; y que según boletín de prensa del 28 de julio de 2010, la Procuraduría General de la Nación sancionó con destitución e inhabilidad por el término de 10 años al Gerente de CAJANAL, Augusto Moreno Barriga, quien interpuso la queja, por el no cumplimiento de los fallos de tutela de los pensionados y la falta de respuesta a sus derechos de petición.

De otro lado, sostuvo el censor, que en su caso era clara la inexistencia de prueba que ofreciera la certeza necesaria para condenar, y al respecto se preguntó, porqué se había querido magnificar el caso de CAJANAL?, pues la tutela “no se tramitó a hurtadillas”, sino con su citación y audiencia, dándole todas las garantías para su defensa, luego, dónde estaba entonces el pecado y la razón para tanto ensañamiento contra un funcionario que a lo largo de su vasta experiencia en la rama judicial, no registraba ningún antecedente disciplinario?, desconociendo de paso la jurisprudencia disciplinaria que reiteradamente ha establecido la imposibilidad de irrogar sanciones cuando el hecho que origina la queja se base en decisiones judiciales, tema también tratado por la Corte Constitucional, verbi gratia, en la sentencia SU 257/97, en las que se precisó que la responsabilidad disciplinaria de jueces y magistrados no puede abarcar el campo funcional.

Por último solicitó, se acumularan las presentes diligencias a las radicadas con el número 2010-00090, referidas a una investigación por hecho similares (se trata del fallo que emitió el 11 de diciembre de 2006, citado en esta providencia), y en virtud de la cual se le suspendió provisionalmente, ello por cuanto existe comunidad de pruebas, y para propender por un debido proceso, de conformidad con lo previsto en el art. 81 de la Ley 734 de 2002 (fls. 375 a 413, c. o.).

TRÁMITE EN SEGUNDA INSTANCIA

1.  Arribadas las diligencias a esta Sala, el asunto fue asignado previo reparto al Magistrado JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ, quien se declaró impedido, por las razones indicadas en la providencia dictada por esta Sala el día 18 de noviembre de 2010 (acta No. 128), a través de la cual se aceptó apartarlo del conocimiento del asunto.

2. Ante esta Sala, el abogado Carlos Arturo Gómez Pavajeau, obrando en calidad de apoderado del disciplinable, según poder que para el efecto allegó, solicitó la nulidad de la totalidad de la actuación y consiguiente orden de terminación de proceso “por falta de jurisdicción y de competencia”.
Lo anterior, por cuanto el proceso disciplinario adelantado contra el doctor PAYARES PÉREZ, se basó en una decisión judicial tomada dentro de una acción de tutela, y según sentencia C-417 de 1993, se limitó la competencia de la jurisdicción disciplinaria, al indicarse que la responsabilidad de jueces y magistrados no puede abarcar el campo funcional, esto es, el que atañe a la autonomía en la interpretación y aplicación del derecho según sus competencias, de tal forma que se excluyó del juicio disciplinario lo atinente al campo funcional, y por ende no puede configurarse quebrantamiento alguno del orden jurídico, la emisión de una providencia, pues la valoración probatoria y la aplicación del derecho frente al caso concreto, está reservado al juez de la causa, dentro de la libertad de interpretación que le otorga la Constitución y la ley, de ahí, que debía darse aplicación al artículo 73 de la Ley 734 de 2002.

En caso de no accederse a lo anterior, solicitó el apoderado del inculpado, declarar la nulidad de la actuación a partir del auto por el cual se elevaron cargos, por violación al debido proceso y derecho de defensa, precisando que la jurisprudencia tenía claramente establecido que la imputación en el proceso disciplinario debe tener el doble carácter objetivo y subjetivo, y cada una de ellas debía estar acreditada con pruebas, lo que significaba que el dolo debía estar demostrado, y éste sólo es posible comprobarse a través de la confesión o del indicio.

En el sub lite, dijo el censor, en la formulación de cargos no se hizo ningún análisis del aspecto subjetivo, pues simplemente se utilizó un formato que se replica con corte y pegado del computador en todos los procesos, sin hacerse un juicio racional y razonable sobre la responsabilidad; además el encartado no efectuó confesión alguna, ni se hizo un análisis de los indicios que condujeron a la afirmación de la existencia del dolo.

3. Corrido el traslado de rigor al Agente del Ministerio Público, el día 18 de noviembre de 2010 fue notificada la Dra. Clara González Marroquín, en calidad de Procuradora Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial, quien dentro de la oportunidad legal se abstuvo de emitir concepto (fls. 28).

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Sala es competente para conocer de la apelación interpuesta por la disciplinable contra el fallo emitido en primera instancia, según  los términos del  artículo 115  de la Ley 734 de 2002.

Establece el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, por cuyo incumplimiento la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de Descongestión del Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico, sancionó al doctor ARNEDYS JOSÉ PAYARES PÉREZ, en su calidad de Juez Segundo Civil del Circuito de Magangué – Bolívar, que es deber de los funcionarios: “1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos”. 

El anterior tipo disciplinario, es de aquellos llamados  abiertos o en blanco, es decir que es necesario concordarlos con el reglamento, la ley o la norma constitucional vulnerada por el funcionario investigado, en otras palabras, son aquellos que deben ser complementados con el precepto en donde se establezca lo mandado, lo permitido o lo prohibido.
En el sub lite, el tipo disciplinario endilgado fue debidamente complementado  en el auto por el cual se formularon los cargos, así, se afirmó que el encartado pudo haber transgredido el artículo 86 de la Constitución Nacional, en concordancia con su Decreto Reglamentario 2591 de 1991, arts., 6.1, y 8, referidos a la procedencia de la acción de tutela, y el artículo 37 ibídem en correlación con el numeral 1º del Decreto 1382 de 2000, que estableció las reglas de reparto entre los diferentes jueces para el conocimiento de la acción de tutela, precisándose fácticamente la manera en que se pudieron trasgredir tales preceptos legales y constitucionales, tal como se mencionó en esta providencia al momento en que se resumió el contenido del auto de cargos. No obstante lo anterior, y para dar mayor claridad a la presente providencia, nos referiremos puntualmente a cada situación fáctica y su adecuación típica, así:

En cuanto al artículo 86 de la Carta Política, de cara a lo que interesa a  estas diligencias, se precisa que “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.” 
Pero si bien, la normativa constitucional antes citada autoriza a toda persona a interponer la acción de tutela, a efectos de proteger de forma inmediata sus derechos constitucionales, la misma Carta, a reglón seguido señala una cortapisa para ejercerla, o mejor ciertos requisitos. Así, el mismo artículo 86 enseña que “Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”.

Lo anterior acompasado con el numeral 1 del artículo 6º del Decreto 2591, por el cual se reglamentó la acción de tutela, que dice: “La acción de tutela no procederá: 1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable….” 
Y precisamente respecto del perjuicio irremediable, el artículo 8º del Decreto 2591 especificó: “Aún cuando el afectado disponga de otro medio de defensa judicial, la acción de tutela procederá cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En el caso del inciso anterior, el juez señalará expresamente en la sentencia que su orden permanecerá vigente sólo durante el término que la autoridad judicial competente utilice para decidir de fondo sobre la acción instaurada por el afectado.”

Además, existen reglas de reparto de la citada acción de tutela, tales como la prevista en el artículo 37 del citado Decreto 2591, que indica: “PRIMERA INSTANCIA. Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud”, en concordancia con el Artículo 1º de Decreto 1382 de 2000:  “Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos.”
En el sub lite, se reprochó al doctor ARNEDYS JOSÉ PAYARES PÉREZ, en su calidad de Juez Segundo Civil del Circuito de Magangué – Bolívar, para la época de los hechos, haber admitido a trámite y resuelto mediante el fallo correspondiente, una acción de tutela impetrada por 89 ciudadanos, quienes alegando vulneración a sus derechos fundamentales, deprecaron se les reconociera por esta excepcional vía, el derecho a percibir la llamada pensión gracia
, desconociendo los preceptos antes señalados, en tanto, no se observó la improcedencia de la acción en razón de la existencia de otros mecanismos de defensa, no estaba probado el perjuicio irremediable; y de haber avocado el conocimiento sin tener competencia para ello, por cuanto los hechos motivos de violación de los derechos alegados no ocurrieron en su jurisdicción, ni mucho menos sus efectos.
Además se imputó al funcionario encartado, haber desconocido la clara y reiterativa jurisprudencia constitucional, referida a la improcedencia de la acción de tutela para el reconocimiento de prestaciones de carácter económico, pues en la acción que originaron estas diligencias disciplinarias, se ordenó el reconocimiento y pago de pensiones a los accionantes, conllevando al desplazamiento del juez natural encargado de dirimir conflictos referidos a la seguridad social.

De la nulidad deprecada por el defensor del funcionario encartado: 

De acuerdo a lo anterior y en cuanto hace referencia a la formulación de cargos, a no dudarlo, se establece que fueron debidamente formulados, en la medida que el aspecto fáctico fue debidamente encuadrado dentro de la imputación jurídica, precisándose con claridad cada una de las normas presuntamente vulneradas por el investigado.

Ahora bien, se afirmó por el apoderado del censor, que el pliego de cargos debe tener un doble carácter, por cuanto debe contener una parte objetiva y otra subjetiva. Ello es cierto, pues conforme lo prevé el artículo 163 de la Ley 734 de 2002, tal acto procesal debe contener la descripción y determinación de la conducta investigada, con indicación de tiempo, modo y lugar en que se realizó, que equivale a la parte objetiva. 

En el sub examine, en forma absolutamente clara y objetiva se hizo el reproche disciplinario al Dr. PAYARES PÉREZ, esto es, el haber avocado el conocimiento de una acción de tutela, sin tener competencia funcional para ello, de haber estudiado el fondo del asunto sin percatarse que conforme a la reiterada jurisprudencia constitucional era improcedente, y de haberla fallado, reconociendo y ordenando el pago de pensiones a los accionados, desconociendo también que por esta vía excepcional no es posible desplazar al juez natural y reconocer acreencias de tipo económico y permanente, como lo son las pensiones.

Nótese que precisamente de esta imputación objetiva, fundada en las pruebas obrantes en el plenario, como lo son las copias que contienen todo el trámite de la acción de tutela, se defendió en todo momento el disciplinable, desde cuando fue notificado del auto de apertura de investigación, se refirió concretamente al aspecto objetivo endilgado, igualmente lo hizo al dar contestación a los cargos, y al momento de descorrer el traslado para alegar de conclusión, sin que en ninguna de tales actuaciones hubiera alegado nulidad alguna.

Y en lo que atañe al aspecto subjetivo, es decir, el concepto de violación, el análisis de la responsabilidad del encartado y la forma de culpabilidad reprochada, también en el pliego de cargos se hizo el respectivo análisis, al punto que se dijo: 

“Es evidente en el caso que nos ocupa, que el juez, al proferir el fallo de 6 de octubre de 2006 dentro de la acción de tutela 2006-031, desconoció la procedibilidad de la acción de amparo conferida por el artículo 86 de la C.P. reglamentado por el Decreto 2591 de 1991 por cuanto existía otro mecanismo de protección judicial, no se daban los presupuestos para que operara como mecanismo transitorio por cuanto no basta que los accionantes todos fueran de la tercera edad como lo predica en su sentencia, porque ese hecho por si solo no los coloca en un estado de vulnerabilidad o indefensión, se hace necesario que demuestre sumariamente que no posee lo necesario para solventar sus necesidades básicas y con ello se atenta a su dignidad, lo que no sucedió en este caso como se demuestra con las copias de la acción de amparo que obra como cuaderno anexo, donde en el escrito de demanda de tutela nade se dice sobre ello como tampoco se pide su protección.

Desconoció el Juez disciplinario, al admitir y fallar la acción de tutela 2006-031 competencia señalada en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 en armonía con el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, por cuanto los accionantes todos ellos con cédula de ciudadanía de diferentes partes del País y ninguno con cédula de Magangué o Bolívar, con residencia fuera del departamento de Bolívar como se demuestra con el cuadernillo anexo, donde se observa que prestaban sus labores como docentes en departamento distinto al de Bolívar y de la Región Caribe, que el lugar de la supuesta vulneración lo es la ciudad de Bogotá donde CAJANAL recibe notificaciones y donde se profirieron los actos administrativos que negaban las pensiones y donde además el abogado que representó a los tutelantes recibía notificaciones; debido a que los hechos que dieron origen a la acción no tuvieron competencia a su territorio.”

Es claro entonces, que se hizo un análisis del aspecto fáctico de cara a las normas que se reprochó al disciplinable haber vulnerado, indicándosele las razones por las cuales se consideraba su violación, para luego precisarse que con los medios de convicción -pruebas-, obrantes en el dossier, se observaba que el Juez “no respetó el precedente constitucional y/o los presupuestos par que la acción de tutela proceda cuando se reclaman derechos relacionados con la pensión; como tampoco se dio aplicación a las competencias del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, armonizado con el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.”

Y se indicó que se consideraba las faltas señaladas como “graves dolosas dada la jerarquía del servidor público investigado, la naturaleza esencial del servicio de administrar justicia, su perturbación; y el conocimiento de sus deberes tenia (sic) y tiene el disciplinado y pese a ello los desconoció”, luego, contrario a lo sostenido por el defensor del funcionario, sí se hizo un análisis pormenorizado del aspecto subjetivo, y no se trató de un “formato que se replica con corte y pegado del computador”, pues en forma extensa  se indicó cómo el encartado pudo haber violado la ley, la constitución y los precedentes constitucionales en materia de tutela.

No puede además olvidarse que en materia disciplinaria el dolo se avizora de la actitud o forma de proceder del funcionario, y se establece con la confrontación del hecho frente al deber vulnerado o la incursión en una prohibición, y claro está, ante la inexistencia de una confesión, con el estudio de los hechos indicadores que conllevan a la estructuración de un fuerte indicio, lo cual se hizo al momento de formular los cargos, pues con claridad y fundamento en el acervo probatorio el a quo llegó a la conclusión que el encartado actuó en forma dolosa, pues contando con una basta experiencia como Juez de la República, conocedor de las reglas de reparto de tutela, de sus causales de improcedencia, y de la imposibilidad de acceder a prestaciones económicas, prefirió conducirse de manera contraria, al avocar, tramitar y fallar una acción de amparo, en la que reconoció casi un centenar de pensiones a igual número de accionantes, desplazando de paso al juez ordinario que le competía negar o reconocer tales derechos y acreencias.

Así las cosas, no es factible acceder a declarar la nulidad de la actuación, pues se establece que toda el trámite disciplinario surtido en primera instancia, se efectuó respetando al disciplinable tanto el derecho al debido proceso, esto es, surtiéndose cada una de las etapas procesales, de las cuales fue notificado el disciplinable, como su derecho a la defensa, en la medida que tuvo la oportunidad de controvertir los autos de apertura de investigación y de cargos, de pedir pruebas, y se le corrió traslado para alegar, lo cual hizo, refiriéndose en todos sus escritos a las imputaciones, es decir tuvo claridad del reproche por el cual finalmente se le sancionó.

Finalmente, y para terminar el tema referido a la supuesta nulidad de la actuación, tampoco son válidas las afirmaciones efectuadas en los escritos de censura, en el sentido que la Jurisdicción Disciplinaria no tiene competencia para adelantar juicios éticos fundados en el reproche a providencias emitidas por los funcionarios, por estar amparadas en el principio de independencia y autonomía funcional.

Al respecto, es de observar que esta Sala, en forma reiterada ha reconocido que los funcionarios judiciales cuando administran justicia están amparados por los principios de independencia y autonomía funcional consagrados en los artículos 228 y 230 de la Constitución Nacional. Tales axiomas de carácter superior garantizan a los Jueces de la República actuar sin consideración a indebidas injerencias provenientes de otros órganos del poder público e incluso de la propia Rama Judicial, en forma que sólo quedan sometidos al imperio de la Constitución y la ley, con lo cual se busca que sus decisiones sean producto de la aplicación libre e imparcial del ordenamiento jurídico y del análisis reflexivo de las pruebas con las cuales se soportan las mismas, tal como se precisó en la sentencia C-417 de 1993, en la que se dijo:
“Es necesario advertir, por otra parte, que la responsabilidad disciplinaria de jueces y magistrados no puede abarcar el campo funcional, esto es, el que atañe a la autonomía en la interpretación y aplicación del derecho según sus competencias. Por consiguiente, el hecho de proferir una sentencia judicial en cumplimiento de la función de administrar justicia no da lugar a acusación ni a proceso disciplinario alguno” 

No obstante lo anterior, es del caso advertir que, como en reiteradas ocasiones se ha sostenido por esta Corporación, es factible la investigación disciplinaria de las actuaciones judiciales en donde el funcionario vulnera ostensiblemente el ordenamiento jurídico, incurriendo con ello en lo que doctrinariamente se ha dado en llamar vía de hecho, comportamiento que resulta contrario al deber de acatamiento a la Constitución, leyes y reglamentos que se impone a todos los operadores de justicia - artículo 153.1 Ley 270 de 1996-, pues si bien todas las actuaciones judiciales se hallan amparadas bajo el principio de autonomía funcional, los funcionarios responden disciplinariamente por aquellas actuaciones groseras y abiertamente contrarias al marco normativo que están llamados a cumplir.

Pensar lo contrario, sería tanto como establecer que esta Jurisdicción jamás podría investigar a un funcionario en razón de las providencias que dicta, cuando es precisamente a través de ellas que se manifiesta su actuar, y por eso, precisamente es necesaria su auscultación a fin de determinar si las mismas fueron proferidas teniéndose la competencia para ello, si se encuentras ajustadas a derecho, es decir si no se torció de manera grosera la normatividad legal o Constitucional, si se encuentran soportadas en pruebas, lo cual es necesario para verificar si el funcionario vulneró algún deber o prohibición conforme los artículos 153 y 154 de la Ley 270 de 1991.

De la apelación: 
Desvirtuado como quedó la inexistencia de alguna de las causales previstas en el artículo 143 de la Ley 734 de 2002, que pudieran generar alguna nulidad procesal, es procedente abordar el fondo del asunto, es decir establecer si el fallo de primera instancia debe ser confirmado, modificado o revocado, ello frente a los argumentos del censor.

De la falta de competencia para conocer de la acción. Art. 37 del Decreto 2591, en concordancia con el art. 1º del Decreto 1382 de 2000.

Pues bien, tal como se ha venido estableciendo, para esta Sala, a no dudarlo, el Dr. ARNEDYS JOSÉ PAYARES PÉREZ, en calidad de Juez Segundo Civil del Circuito de Magangué – Bolívar, objetivamente incurrió en la prohibición prevista en el numeral 1 del artículo 153 la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, pues contrarió los preceptos legales y constitucionales referidos al trámite de la acción de tutela.

En efecto, el día 21 de septiembre de 2006, admitió en el despacho que por esa época regentaba, la acción de tutela impetrada a través de apoderado, por la señora Rosa Inés Otálora de Contreras y 88 personas más, dirigida en contra de la CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL – CAJANAL E.I.C.E., en la cual se deprecó al Juez constitucional se les protegiera sus derechos “de Igualdad, Seguridad Social Integral, derecho a la Pensión de Jubilación, conexo al de la vida digna”, y en consecuencia se ordenara a la accionada “reconozca y ordene pagar la pensión de jubilación a cada unos de los accionantes”, incluyendo factores salariales tales como primas legales y extralegales, sobresueldos, extras, auxilios, y reajustes de ley.

Tutela que fue fallada, en providencia de fecha 6 de octubre de 2006, con fundamento en las afirmaciones efectuadas por el abogado de los actores en el escrito de tutela, y los documentos aportados que se circunscribieron a copia de los actos administrativos por las cuales la entidad accionada negó a cada uno de los accionantes la pensión gracia, ello por cuanto CAJANAL, no dio respuesta a la acción, pese a que el día 27 de septiembre de 2006 fue notificada, según copia de oficio con nota de recibo obrante a folio 19, cuaderno anexo 1.

En dicho fallo, el Juez encartado, accedió a proteger “los derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO, IGUALDAD, Y DERECHO A LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN”, reclamados por cada uno de los accionantes, en forma definitiva, es decir, no como mecanismo transitorio, y en consecuencia ordenó a CAJANAL, que un término de 72 horas, contados a partir de la notificación del fallo, “… proceda a dictar los Actos Administrativos mediante los cuales se les reconozca la PENSIÓN GRACIA a los accionantes… incluyendo todos los Factores Salariales causados en el año inmediatamente anterior a aquél en que los accionantes adquirieron el status jurídico de Pensionados, junto con su respectiva retroactividad, reajustes e indexación…”  “… se proceda de forma inmediata a incluirlos en Nómina de Pensionados de la Entidad” (fls. 110 a 115, cuad. anexo 1).

Revisada la acción de tutela, lo primero que se observa es que en el libelo que contiene la demanda, el apoderado de los actores afirmó que él tenía domicilio en la ciudad de Bogotá, y en cuanto al de sus prohijados, no lo dijo, solo afirmó que eran mayores de edad, sin embargo, debe tenerse en cuenta que en el acápite de notificaciones incertó que a los accionantes se les podía notificar en la carrera 7ª No. 13-58 Oficina 807, de la ciudad de Bogotá, que además fue la misma que informó como su domicilio profesional. 

De acuerdo a lo anterior, no es cierto lo afirmado por el encartado en el escrito por el cual apeló el fallo, cuando manifestó: “la Sala de Descongestión no ha querido ver que en el texto mismo de la demanda de tutela instaurada por ROSA INÉS OTÁLORA DE CONTRERAS y OTROS, se afirma de manera clara, expresa y visible que todos los accionantes, tienen su residencia en la ciudad de Magangué, Bolívar.”, pues en ninguna parte del libelo que contiene la demanda, el apoderado de los actores hizo tal afirmación.

Lo que si es cierto es que, tal como lo observó el a quo, la gran mayoría de los acciones se identificaron con cédulas de ciudadanía expedidas al interior del País, verbi gratia, Madrid- Cundinamarca, Pasto–Nariño, Bogotá, Manizales–Caldas, Tunja-Boyacá; lo cual, si bien es cierto, tal como lo afirmó el censor, no es prueba fehaciente de que los actores no tenían domicilio en Magangué, lo cierto es que es un indicio de que no eran residenciados en la jurisdicción judicial en que laboraba el funcionario encartado.

Aunado a lo anterior, en las resoluciones anexadas a la demanda de tutela, por las cuales CAJANAL negó el reconocimiento de la Pensión Gracia a los accionantes por el no cumplimiento de los requisitos, se precisó las instituciones educativas y departamentos en que laboraron, por ejemplo las accionantes Reina Virginia Castillo de Ortiz y Carmen Alicia Palacios de Tufiño, trabajaron en la Normal Nacional de Señoritas del Municipio de Barbacoas – Nariño-; Blanca Irma Suaza Ávila, en el Inem “Julia Motta Salas” de Neiva,  Luis de Jesús Vela Torres en Bogotá; Rafael Enrique Fuentes Pedrozo, en el Departamento de Antioquia (fls. 33,39,45,55,60 cuad. anexo 1).

Tales hechos, sumado a lo observado por el a quo, no deja la menor duda de que los accionantes no estaban domiciliados en Magangué ni en sitios circunvecinos, como tampoco la entidad accionada. Entonces, evidentemente el Dr. PAYARES PÉREZ, transgredió lo previsto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, en el que en forma clara se indica que son competentes para conocer de la acción de tutela, los jueces “con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud”, o “donde se produzcan sus efectos”.
La Corte Constitucional en Auto 95 del 15 de marzo de 2006, al referirse al artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, precisó:

“Efectivamente, es el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 la norma a considerar para la adecuada resolución del caso, pues ella consagra la regla de competencia por razón territorial para el conocimiento de la acción de tutela, como se reconoce en los considerandos del Decreto 1382 de 2000. Aquél artículo ya ha sido analizado por parte de la Corte Constitucional, la que ha despejado las dudas que eventualmente pueden presentarse en relación con él, y ha establecido dos puntos que deben ser tenidos en cuenta para la adecuada resolución del presente caso.

Basándonos en que la competencia de la acción de tutela corresponde al juez del lugar donde ocurrió la vulneración o amenaza para los derechos fundamentales
, tenemos que: 1) No necesariamente el lugar donde tenga su sede el ente que viola de manera presunta los derechos fundamentales coincide con el lugar donde ocurrió la vulneración
; 2) la competencia no corresponde al juez del lugar donde se expidió un acto violatorio, sino al juez del lugar donde se produzcan sus efectos, es decir, del lugar donde se presentó u ocurrió
 la vulneración que se busca proteger.

Entonces, independientemente de que CAJANAL no tuviera domicilio en Magangué, y que los presuntos actos violatorios de derechos fundamentales se expidieron en Bogotá, tal como se otea de la prueba documental obrante en estas diligencias (actos administrativos por los que se negó el reconocimiento de Pensiones Gracia), por factor territorial el disciplinable no estaba facultado para conocer de la acción de marras, pues el competente no podía ser otro que el “del lugar donde se produzcan sus efectos, es decir, del lugar donde se presentó u ocurrió
 la vulneración que se busca proteger.”, y en este caso, en la medida de que ninguno de los accionantes tenían domicilio en Magangué ni municipios circunvecinos, es imposible que sus efectos se produjeran en su jurisdicción.

De la improcedencia de la acción de tutela – Perjuicio irremediable.  Art. 86 C.N., art. 6.1 y 8 del Decreto 2591 de 1991.
Desde el mismo advenimiento de la acción de tutela, que fue uno de los grandes aciertos de la actual Constitución Nacional (1991), en la medida  que a partir de allí se ha construido toda una jurisprudencia tendiente a salvaguardar los derechos fundamentales de los ciudadanos en general, sin distingo de razas, creencias, edad, sexo, etc., la Corte Constitucional ha dejado sentado en sus múltiples providencias, que la acción de amparo ÚNICAMENTE procede cuando el ciudadano no cuente con otros mecanismos  judiciales a fin de salvaguardar los derechos que afirma se le están conculcando, o cuando existiendo se esté ante un perjuicio irremediable que haga necesario la actuación inmediata del juez constitucional.

Y es que no puede ser de otra manera, pues la propia Constitución Nacional es la que en su artículo 86 establece: “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” Precepto desarrollado en el Decreto Reglamentario 2591 de 1991, en sus artículos 6.1 y 8º, como líneas atrás se estableció en esta providencia.

En el caso que ahora ocupa nuestra atención, el doctor PAYARES PÉREZ, en consideración de esta Sala, flagrantemente y groseramente desconoció tal mandato constitucional y legal, en la medida de que avocó el conocimiento de una acción de tutela, en la cual se cuestionaban 89 actos administrativos (que gozan de presunción de legalidad), por los cuales se negó a igual número de ciudadanos el reconocimiento de la llamada Pensión Gracia.  

Es sabido que los actos administrativos de carácter particular, son cuestionables, primero mediante los recursos de la vía gubernativa, y luego a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, es decir, existen medios de defensa judicial, a los cuales se puede acudir a fin de evitar las presuntas consecuencias vulneradoras de derechos, luego en principio no son atacables por vía de tutela, sólo de manera excepcional, al respecto dijo la Corte Constitucional en sentencia T-359 de 2006.

“Para reconocer esas situaciones de facto en las que se debe encontrar una persona para que la acción de tutela proceda de manera excepcional contra actos administrativos, deben observarse ciertas condiciones que la hacen procedente, éstas son: (1) Que se produzca de manera cierta y evidente sobre un derecho fundamental; (2) que de ocurrir no exista forma de reparar el daño producido al mismo; (3) que su ocurrencia sea inminente; (4) que resulte urgente la medida de protección para que el sujeto supere la condición de amenaza en la que se encuentra; y, (5) que la gravedad de los hechos, sea de tal magnitud que haga evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales
.
Pues bien, revisada la demanda de tutela interpuesta en contra de CAJANAL por el abogado representante de 89 ciudadanos, es claro que la misma no resistía el tess de procedibilidad que todo juez constitucional debe hacer previamente al adentramiento del estudio de fondo del tema propuesto, pues en el libelo presentado por el apoderado de los accionantes, después de haberse citado sucintamente la normatividad que presuntamente amparaba el derecho a acceder a la Pensión Gracia, y de hacer citaciones de jurisprudencia sobre los supuestos derechos vulnerados, finalmente y sin ni siquiera indicar la edad de cada uno de los accionantes, pues sólo se dijo en forma general que sobrepasaban los 50 años, se invocó la protección de tales derechos y se ordenara la expedición de actos administrativos de reconocimiento de la mencionada Pensión Gracia.

En otras palabras, no se indicó que los accionantes fueran personas de la tercera edad, ni se invocó la acción como un mecanismo transitorio a fin de evitar un perjuicio irremediable, es decir mientras se esperaba el resultado de las acciones ordinarias tendientes a lograr el reconocimiento de la Pensión Gracia a la cual supuestamente tenían derecho los accionantes.

Y es que el Juez no puede suponer la existencia de un perjuicio irremediable, tal como la Corte Constitucional en sentencia T-436 de 2007, lo estipuló:

“… para que se configure un perjuicio irremediable es preciso establecer que se está en presencia de una amenaza inminente y grave, que requiera ser conjurada de manera urgente y en forma impostergable a través de la acción de tutela. En este contexto, se exige igualmente que el afectado aporte, siquiera sumariamente, un mínimo de elementos indicativos que le faciliten al juez constitucional determinar la ocurrencia del perjuicio irremediable y el estado de presunta indefensión, ya que el operador jurídico no está en condiciones de estructurar o imaginar las circunstancias en que se produce la amenaza del derecho cuya protección se solicita con urgencia.”
En el sub examine,  se reitera, el apoderado de los accionantes, en su escrito de tutela guardó total silencio sobre la existencia de un perjuicio irremediable, y se repite, ni siquiera se indicó que se presentaba como mecanismo transitorio, limitándose sólo a relatar hechos de índole legal y jurisprudencial, los cuales debían ser planteados ante el juez competente para verificar la legalidad de los actos cuestionados, sin que en ninguna parte se indicaran situaciones personales de los accionantes, tendientes a demostrar la necesidad y urgencia de acceder a la Pensión Gracia. 

Y sin embargo, el Juez encartado, contrariando la jurisprudencia constitucional que ha desarrollado en forma prolija el tema del perjuicio irremediable, lo supuso, cuando como antes se estableció, ni siquiera fue alegado por el apoderado de los accionantes, y fuera de ello, concedió el amparo de forma definitiva, es decir no como amparo transitorio, tal como lo establece el artículo 8º del Decreto 2591 de 1991, que se le reprochó haber vulnerado en el auto de cargos; sin percatarse  además el disciplinable, que tampoco en la demanda se tutela se indicó que los actores hubieran atacado los actos administrativos mediante las respectivas demandas de nulidad y restablecimiento del derecho, y que por ello la acción se presentaba como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable,  y que al no estar probada dicha circunstancia, a todas luces la acción de tutela se hacía improcedente.

Fuera de ello, es de observar que los actos administrativos cuestionados por vía de tutela, todos databan de varios años atrás, verbi gratia del 2000, 2001, 2002, 2003; de tal manera, que también por el concepto “inmediatez”, la tutela era a todas luces improcedente, pues siendo que se presentó a finales del año 2006, estaba desvirtuada la necesidad de una protección inmediata, tal como lo prevé el artículo 86 de la Constitución Nacional.
Para terminar este tópico, es necesario precisar que no le asiste razón al censor cuando afirma que a esta Jurisdicción le está vedado hacer el análisis respecto de la improcedencia de la acción de tutela que tramitó, por cuanto se estaría tratando de convertir en una instancia superior a la propia Corte Constitucional, quien se abstuvo de revisar el fallo por él dictado, por lo cual pasó a ser cosa juzgada.

No, de ninguna manera esta Sala quiere atribuirse funciones que no le ha dado la Constitución ni la ley, lo que pasa es que aquí de lo que se trata es del juicio de reproche a la conducta desarrollada por el Juez PAYARES PÉREZ, y para auscultarla desde el punto de vista disciplinario es necesario hacer un análisis jurídico pertinente a la providencia que se le cuestiona, y de cara a la normatividad y jurisprudencia del caso. 

Piénsese que el reproche que en esta oportunidad se hace está relacionado con la expedición de una providencia dictada dentro de una acción de tutela, pero si hubiera sido por ejemplo, por haber proferido una sentencia dentro de un proceso de pertenencia, la cual hubiera sido objeto de confirmación por el superior funcional, entonces, con la teoría del censor, no podría adelantarse la investigación disciplinaria, en la medida que finalmente se llegara a la conclusión de que tal providencia fue dictada contrariando las normas relativas a la adquisición de bienes por prescripción adquisitiva, o al haber reconocido la posesión a quien no demostró actos de señorío sobre el bien objeto de usucapión, bajo el entendido de que se estaría usurpando o queriendo ser una instancia superior al Juez colegiado que confirmó tal sentencia, esto es el Tribunal respectivo.

Se reitera, aquí lo que se investiga y cuestiona es la conducta desarrollada por el funcionario inculpado, y en virtud de la función disciplinaria otorgada por la Constitución y la ley a esta Jurisdicción, permite que se puedan hacer análisis a sus providencias, sin que ello implique que en caso de establecerse que fueron dictadas contrariando la ley o la jurisprudencia, como en este caso, pueda esta Sala dejarlas sin efecto, pues de hacerse así, sí se estaría usurpando funciones del juez natural.

De tal manera, que el hecho que el fallo de tutela que se le cuestiona al disciplinado, no haya sido objeto de revisión por la Corte Constitucional, no significa que por haber adquirido la fuerza de cosa juzgada, no pueda ser objeto de reproche desde el punto de vista disciplinario, pues es una competencia Constitucional y Legal conferida a esta Jurisdicción.

Desconocimiento de jurisprudencia relativa al no reconocimiento de prestaciones de carácter económico – pensiones.
La Corte Constitucional en forma pacífica en no pocas oportunidades ha establecido la improcedencia de la acción de tutela para efectos de lograr el reconocimiento de prestaciones sociales, por ejemplo en sentencia T-038 de 1997, M. P. Hernando Herrera Vergara, se refirió al tema en los siguientes términos:

“La Corte Constitucional ha considerado que la protección del derecho a la seguridad social de las personas no entraña la posibilidad de reconocimiento de los derechos pensionales de las personas por parte del juez de tutela. 

“La acción de tutela es un instrumento idóneo para solicitar el pago de una pensión ya reconocida por la institución de seguridad social respectiva. Sin embargo, cuando se trata de una pensión que aún no ha sido reconocida, el particular tiene derecho a obtener una decisión por parte de la administración con base en su derecho fundamental de petición, sin que ello lo libere de la obligación de cumplir con el trámite legal previsto para el reconocimiento. 

En efecto, al Juez de tutela no le corresponde señalar el contenido de las decisiones que deban tomar las autoridades públicas en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, como la de reconocer una pensión, pues fuera de carecer de competencia para ello, no cuenta con los elementos de juicio indispensables para resolver sobre los derechos por cuyo reconocimiento y efectividad se propende. De tal manera que los fallos dictados por vía de tutela, no pueden hacer declaraciones en los cuales se disputan derechos litigiosos,  máxime cuando se predican ser de carácter legal como lo es la Pensión Gracia.

Ahora bien, la Corte Constitucional, también ha dicho que la tutela es procedente excepcionalmente para reconocer pensiones, así, por ejemplo en sentencia T-606 de 2005, precisó: 

“3. Procedencia excepcional de la acción de tutela para el reconocimiento de pensiones

La acción de tutela es un mecanismo subsidiario de protección de derechos fundamentales, que procede sólo ante la vulneración grave de los mismos y cuando no existan otras vías judiciales para su defensa. (…) 
Sobre la idoneidad de los medios ordinarios de defensa, la Corte ha manifestado que el juez de tutela debe establecer, en cada oportunidad, si en términos cualitativos las acciones ordinarias ofrecen el mismo grado de protección que se lograría a través de la tutela
, teniendo en cuenta el contenido de los derechos involucrados.
 

Por su parte, respecto de la determinación del perjuicio irremediable, esta Corporación ha sostenido que aquél debe reunir las siguientes características (…)

Se trata, por lo tanto, de la existencia de un riesgo inminente de que se produzca un daño sobre los derechos fundamentales del afectado que, de ocurrir, no podría ser reparado, de modo que las medidas de protección se hacen urgentes e impostergables para superar la grave situación.

En materia de pensiones, esta Corporación ha señalado que a pesar de su carácter de derecho fundamental
, las controversias que se susciten con ocasión de su reconocimiento corresponde resolverlos a la  jurisdicción ordinaria, no sólo porque ésta es el juez natural del asunto, sino porque normalmente tal reconocimiento involucra el lleno de una serie de requisitos que sólo el juez laboral debe valorar. Sin embargo, la Corte ha admitido la procedencia excepcional del amparo cuando se acredita la amenaza de un perjuicio irremediable o la falta de idoneidad de los mecanismos ordinarios de defensa para garantizar otros derechos fundamentales que se encuentren involucrados, tales como el mínimo vital, la salud, la igualdad y la protección especial que se debe a los grupos en estado de debilidad manifiesta, como la tercera edad o los discapacitados.
”
Luego, podría tener razón el censor cuando afirmó que su decisión se fundó también en jurisprudencia de la Corte Constitucional que ha estimado la procedencia excepcional de tutelas, y que por ello no puede ser objeto de reproche disciplinario el que haya concedido las 89 Pensiones Gracia, a igual número de accionantes en el fallo que emitió el 6 de octubre de 2006.

Sin embargo, nótese que en forma categórica la Corte Constitucional ha dicho que sólo en forma excepcional se puede conceder pensiones, PERO COMO MECANISMO TRANSITORIO y ante siempre y cuando esté ACREDITADO LA EXISTENCIA DE PERJUICIO IRREMEDIABLE.

En el sub lite, como se estableció al momento de analizar la procedencia de la acción de tutela, el apoderado de los accionantes NO alegó que éstos estuvieran abocados a un perjuicio irremediable que hiciera ostensible la necesidad de la intervención del Juez constitucional, ni mucho menos  deprecó la acción como mecanismo transitorio para evitarlo.

Y es que nótese que se trataba del reconocimiento de Pensiones Gracia, la cual es una clase especial otorgada a los docentes, que incluso es compatible con la de vejez o invalidez.  En otras palabras, de esta pensión no depende la subsistencia de los docentes, pues es una agregada a la que legalmente obtienen luego de cumplir los requisitos por tiempo y edad, o incluso por invalidez.

En fin, lo que se otea es que el doctor  ARNEDYS JOSÉ PAYARES PÉREZ, tal como se le reprochó en los cargos, sí desconoció la jurisprudencia constitucional relativa a la excepcional procedencia de las acciones de tutela que buscan el reconocimiento de pensiones, pues sin tener prueba alguna relativa al supuesto perjuicio irremediable en que podrían encontrase los accionantes, la supuso, y aún más, reconoció en su favor pensiones de manera definitiva, desplazando así al Juez ordinario competente para verificar la legalidad de los actos administrativos que negaron el reconocimiento de la llamada Pensión Gracia.

Finalmente, y a fin de dar respuesta a todos los cuestionamientos del censor, éste cuestiona que esta Sala, por vía de tutela, haya avalado otra acción de tutela que en igual sentido dictó, por lo cual le parece un contrasentido que ahora se le reproche su actuar en un caso similar. Pues bien, al respecto es necesario observar que esta Sala, a parte de su función Jurisdiccional Disciplinaria, también se constituye como Juez Constitucional, y en tal virtud fue que en providencia de data 3 de diciembre de 2009, dentro de una acción de tutela interpuesta contra CAJANAL, de la cual conoció en segunda instancia, accedió a ordenar se diera cumplimiento al fallo de tutela dictado por el disciplinable el día 11 de diciembre de 2006. Así las cosas, no puede confundirse la función Jurisdiccional Disciplinaria con la función de Juez Constitucional. 

Nótese que aquella tutela al tocarse el tema en concreto, se estableció que “el demandado [CAJANAL] continúa impidiendo el efectivo disfrute del derecho fundamental cuya protección fue judicialmente ordenada y el Juez al conocer del incidente de desacato, injustificadamente no se pronuncia con la respectiva orden para su protección, cuando la garantía del debido proceso del accionante, debió ir mas allá y poner en marcha todas las medidas procesales para el cumplimiento del fallo.”

Es decir, se estaba cuestionando por los accionantes, que pese a la existencia de una sentencia judicial en su favor dicada por vía de tutela, y de un fallo de desacato, el Juez, precisamente el Dr. ARNEDYS JOSÉ PAYARES PÉREZ, no había tomado las medidas necesarias para hacerlo cumplir.  En tal evento, y con fundamento en jurisprudencia constitucional relativa a la factibilidad de acciones de tutela contra incidentes de desacato, simplemente  esta Sala precisó que el Juez constitucional tenía la primordial tarea de amparar y proteger los derechos, y velar por el cumplimiento de sus decisiones, y por ello ordenó a CAJANAL diera cumplimiento al fallo de tutela emitido el 11 de diciembre de 2006.

Luego, de manera alguna se abordó el fondo de asunto, es decir no se auscultó los pormenores del trámite de la acción de tutela fallada el 11 de diciembre de 2006, y es que no podía hacerlo, pues no estaba actuando como Juez de tutela en segunda instancia respecto de aquel fallo, sino que simplemente como debía hacerlo, propendió por el cumplimiento de una sentencia de tutela, en ejercicio de su función Constitucional.

Para terminar, y por lo que respecta a la petición de acumular estas diligencias a las que se siguen en proceso separado, precisamente por la emisión de la sentencia que dictó el 11 de diciembre de 2006, a ello no se accederá, por cuanto si bien los hechos investigados son similares, se trata de cuestionamientos a diferentes providencias, pero en gracia de discusión si se aceptara que son conexas las conductas disciplinables reprochadas, aún así la ruptura de la unidad procesal no genera nulidad siempre que no afecte las garantías constitucionales, como en este caso no ocurrió, pues evidentemente en todo momento se respetaron al encartado sus derechos a la defensa y el debido proceso, tal como línea atrás se estableció.
De la sanción.
Aunque este tópico no fue objeto de censura, no puede dejar de observar esta Sala que la sanción impuesta, de suspensión en el ejercicio del cargo por el término de doce meses, fue benigna, en la medida de que no es aceptable que un Juez, con la experiencia con que cuenta el encartado, desconozca abiertamente la normatividad  Constitucional y legal que rige el trámite de las acciones de tutela, en razón de su competencia territorial; ni la abundante jurisprudencia constitucional sobre su procedencia, en aspectos tales como la inmediatez, la existencia de otros mecanismos, el perjuicio irremediable y el mecanismo transitorio, tal como se dejó sentado claramente en esta providencia; abrogándose además facultades del juez ordinario encargado de establecer la legalidad de actos administrativos, y de paso ordenando el pago de ingentes sumas de dinero en detrimento de entidades del Estado.

Aún así, como es sabido, esta Sala no puede modificar la sanción impuesta, pues ello sería ir en contra del principio de la no reforma en perjuicio del apelante, por lo que no queda más remedio que confirmar la sentencia objeto de apelación, en todas y cada una de sus partes.

En mérito de lo anteriormente expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: NEGAR LA NULIDAD deprecada por el funcionario investigado y su defensor de confianza, tal como se preció en las consideraciones.

SEGUNDO: NEGAR la petición de acumulación de las presentes diligencias, a las del radicado 2010-00090, por las razones indicadas en la parte motiva.

TERCERO: CONFIRMAR la sentencia apelada de fecha 9 de agosto de 2010 proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de Descongestión del Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico, a través de la cual impuso sanción de suspensión por el lapso de doce (12) meses en el ejercicio del cargo, e inhabilidad para ejercer cargos públicos por el mismo término, al doctor ARNEDYS JOSÉ PAYARES PÉREZ, en su calidad de Juez Segundo Civil del Circuito de Magangué – Bolívar, por transgredir el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 6.1, 8 y 37 del Decreto 2591 de 1991, el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, y el artículo 86 de la Constitución Política.

CUARTO: REMITIR copia del presente fallo a la Secretaría Judicial de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, con constancia de su ejecutoria,  para efectos de su anotación.

QUINTO: DEVOLVER el expediente a su lugar de origen, previas las anotaciones de rigor
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

    HENRY VILLARRAGA OLIVEROS               JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO                     
         Presidente                                                        Vicepresidente 

JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ                     ANGELINO LIZCANO RIVERA                       

Magistrada                                                       Magistrado

MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA              JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ     
       Magistrada   


                            Magistrado


                                    PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

                                                              Magistrado                     

                                                YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

          Secretaria Judicial
� Aceptado según acta No. 128 del 19 de noviembre de 2010.





� Conformaron la Sala los Magistrados: PEDRO ALEXANDER RODRÍGUEZ MATALLANA (ponente) y RODRIGO ALONSO FERNÁNDEZ DORADO.


� La Pensión Gracia, es una gracia (regalo) que creó el Estado como un compromiso moral con las maestras normalistas solteras dedicadas a la labor educativa. Posteriormente se amplió este beneficio a los docentes de primaria y finalmente a todos los docentes nacionalizados vinculados al Estado hasta 1980, para que de alguna forma se “compensaran” los bajos salarios. 





La pensión gracia no está concebida como un derecho para los docentes oficiales, sino como un verdadero obsequio que el Estado les hace y excluye, como requisito para acceder a ella, la cotización al Sistema de Seguridad Social. Esta excepción radica en la aplicación especial de normas propias que la regula y la exime de deducciones, contribuciones o cotizaciones, ya que los ingresos por salarios, pensión u otra clase de ingreso cubren este llamado legal, de tal manera que incluso es compatible con la pensión de invalidez y la de vejez.


� Auto 037 de 2005.


� Afirmación que se desprende de las consideraciones de la Corte en las siguientes providencias: Auto 025 de 1997; Sentencia T-183 de 1995.


� Auto 025 de 1997.


� Auto 025 de 1997.


� Ver sentencias T-771 de 2004,  T-600 de 2002 y SU 086 de 1999.


� Ver al respecto las sentencias T-384 de 1998, M.P. Alfredo Beltrán Sierra, T-1316 de 2001, M.P. Rodrigo Uprimny y SU-1070 de 2003, M.P. Jaime Córdoba Triviño, entre otras.


� Ver al respecto la sentencia SU-1070 de 2003, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Sobre el carácter fundamental de la pensión de sobrevivientes se pueden consultar las sentencias T-174 de 1994, T-513 de 1999, T-571 de 1999, T-638 de 1999, T-974 de 1999 y T-954 de 2003.


� Ver al respecto las sentencias T-829 de 1999, T-1083 de 2001, T-205 de 2002, T-081 de 2003, T-1229 de 2003, T-401 de 2004, T-043 de 2005, entre otras.





[image: image1.png][image: image2.png]